Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala C

Aveiro, Hugo Daniel c. Italcorrugado S.A.

24/04/2009

2ª Instancia. — Buenos Aires, abril 24 de 2009.

Y Vistos: 1. Fue apelado el auto de fs. 797 mediante el cual el juez de primera instancia admitió el pedido de levantamiento de embargo sin tercería formulado a fs. 789/793.

2. En estos autos, dictada sentencia de primera instancia, que quedó firme luego de la sentencia de esta Sala, el actor manifestó que el codemandado Jorge Alberto Pasculli había sido declarado heredero en la sucesión intestada de sus padres y pidió que fuera embargada la cuota parte que le correspondía del acervo sucesorio (v. fs. 759). El juzgado hizo lugar al pedido y el embargo fue trabado (fs. 760, 770 y fs. 774).

Tras ello, sobrevino el pedido de levantamiento de esa medida cautelar formulado por el Sr. Sergio Omar Pasculli, hermano del codemandado, y adujo que el 6/10/06 este último le había cedido todos sus derechos hereditarios en forma onerosa y por escritura pública presentada en el expediente sucesorio el 8/9/08. Agregó que la cesión de derechos fue registrada en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Pcia. de Buenos Aires en octubre de 2007.

Otros hechos relevantes son que el 12/9/08 el juez de la sucesión ordenó la inscripción de la declaratoria de herederos y de la escritura de cesión de derechos hereditarios. El 16/10/08 en la sucesión fue recibido el oficio de embargo de la cuota parte hereditaria y la medida cautelar fue asentada en el expediente el 29/10/08.

El peticionante del levantamiento fundó su reclamo en que el codemandado ya había cedido sus derechos hereditarios cuando fue trabado el embargo.

3. El juez consideró que, como la cesión de derechos y su inscripción habían sido anteriores a la traba de embargo, éste debía levantarse.

4. La apelación provino de la parte actora, la cual sostuvo su recurso mediante el memorial de fs. 800/801, contestado a fs. 803/804. El recurrente subrayó que la cesión de derechos hereditarios había sido efectuada con posterioridad a la notificación de la sentencia de Cámara dictada en este proceso, de manera que la cesión habría sido un mecanismo al que acudió el codemandado dolosamente para no cumplir la condena. Por ello, a entender del apelante, la cesión estaría viciada.

5. Sobre la base de la cronología referida, se advierte que el instrumento de cesión fue inscripto en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Pcia. de Buenos Aires el 26/10/07 (v. fs. 781 vta.) y el embargo se asentó un año después, de modo que el criterio en que se fundó la resolución apelada coincide con el expuesto por la mayoría de esta Sala en un caso análogo (v. resolución in re: "Banco Itaú Buen Ayre S.A. c. Honorato Gustavo Daniel s/Ejecutivo", del 27/12/2007). 

Esa circunstancia sería de por sí suficiente para desestimar el recurso y confirmar la decisión apelada, por encima de ciertas diferencias doctrinarias y jurisprudenciales que se han suscitado en torno de la oponibilidad de la cesión de derechos hereditarios frente a acreedores embargantes (v. Borda, Guillermo A.: "Manual de Sucesiones", Edit. Perrot, Bs. As., 1988, ps. 275/276).

Por otra parte, desde el punto de vista que considera oponible la cesión a partir de la presentación de su instrumento en el sucesorio, hay que advertir que ello aconteció, para el caso de autos, el 5/9/08 (fs. 782), mientras que el embargo recién fue trabado el 16.10.08, aun cuando había sido ordenado antes (22/8/08, fs. 760). De manera que, en el sub lite, cualquiera fuere el criterio que se adopte respecto del momento en que la cesión comienza a surtir efectos hacia terceros, tal circunstancia habría acaecido de todos modos con anterioridad a la traba del embargo en cuestión. 

En otro orden, la escueta invocación de dolo que formula el apelante no aparece abonada en pruebas concretas de los extremos contemplados por el art. 931, Cód. Civil, ni tampoco el memorial recursivo logra demostrar un fraude por parte del cedente. Tales invocaciones se han limitado a meras manifestaciones de oposición al proceder del codemandado, sin prueba concreta de un ardid doloso o fraudulento en los términos de los arts. 932 y 962 del citado Código, por ejemplo acreditando que aquella parte en la herencia hubiese sido el único bien que garantizara el cumplimiento de la sentencia dictada en esta causa, o un estado de insolvencia, o cuanto menos de crisis financiera. 

Sin perjuicio de todo lo anterior, las costas de esta instancia se distribuirán en el orden causado ya que el actor pudo creerse con algún derecho a apelar ante la disparidad de criterios doctrinarios (art. 68, 2do. párr., Cód. Proc.).

6. Por ello, se resuelve: rechazar el recurso y confirmar el auto de fs. 797, con costas de esta instancia en el orden causado.

El Dr. Juan Manuel Ojea Quintana actúa conforme lo dispuesto en la Resolución N° 542/06 del Consejo de la Magistratura y Acuerdo del 15/11/06 de esta Cámara de Apelaciones. — José Luis Monti. — Bindo B. Caviglione Fraga. — Juan Manuel Ojea Quintana.

